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I. SOLIDARIDAD Y COHESIÓN SOCIAL
EN LA CONSTITUCIÓN DE 1991
Un cambio constitucional sin precedentes
tuvo lugar en 1991 con la transformación
del modelo de Estado de Derecho –propio
del Estado liberal burgués decimonónico–
en el Estado Social de Derecho: su fase más
avanzada de evolución1 (art. 1.º C. P.).
Cláusula fundada en el respeto de la digni-
dad humana2, inspirada en la superación de
la antinomia Estado versus Sociedad3, pro-
yectada en el mandato dinámico de igual-
dad material que exige un trato a favor
(discriminación positiva)4 y construida des-
de la solidaridad como valor superior
fundante de todo nuestro ordenamiento
jurídico; solidaridad5 que, en su acepción
moderna de “deber”6, a la par define los
caracteres esenciales de nuestra constitu-
ción inscritos en su parte dogmática y da
sentido a toda su parte orgánica.
En tal virtud, el principio constitucio-
nal de la solidaridad, indisoluble al Estado
social de derecho7, encuentra su proyec-
ción normativa en la Constitución econó-





En efecto, el artículo 367 de la C. P. al
deferir al legislador la financiación de los
servicios públicos domiciliarios y la fijación
del régimen tarifario, señala que éste debe
tener en cuenta el criterio de solidaridad; a
su vez, el artículo 368 eiusdem autoriza a la
nación, los departamentos, los distritos, los
municipios y a las entidades descentraliza-
das para conceder subsidios “en sus respec-
tivos presupuestos, para que las personas de
menores ingresos puedan pagar las tarifas
de los servicios públicos domiciliarios que
cubran sus necesidades básicas”; al tiempo
que de conformidad con el artículo 366
ibidem el gasto público social tendrá prio-
ridad sobre cualquier otra asignación a efec-
tos de solucionar las necesidades básicas
insatisfechas de la población en saneamien-
to ambiental y agua potable, entre otros;
amén del artículo 365 constitucional que –
con claridad meridiana– pone de relieve
que los servicios públicos son inherentes a
la finalidad social del Estado y eleva a ran-
go constitucional el denominado “servicio
universal” cuando dispone que “Es deber del
Estado asegurar su prestación eficiente a
todos los habitantes del territorio nacional”,
en perfecta congruencia con el artículo 2.º
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Estas disposiciones conjuntamente to-
madas, brindan suficiente claridad sobre el
rol decisivo de la solidaridad como pilar de
nuestro esquema constitucional: fundamen-
to de la carta de derechos y deberes y cla-
ve para la lectura del modelo organizativo
estatal9.
II. SOLIDARIDAD TARIFARIA COMO
EXPRESIÓN DEL CONSTITUCIONALISMO
SOCIAL
Nuestra jurisprudencia10 tiene claro desde
su primera providencia en materia tarifaria
–proferida aún en vigencia del Decreto
3069 de 1968, por el cual se creó la Junta
Nacional de Tarifas– que el modelo cons-
titucional de prestación de los servicios pú-
blicos domiciliarios abandonó el concepto
de servicios públicos gratuitos, al prever que
el régimen tarifario debe tener en cuenta el
criterio de costos (art. 367 C. P.).
Este esquema plantea un dilema jurídi-
co-político: ¿cómo ampliar la cobertura en
un país con serios problemas de distribu-
ción del ingreso y, por lo mismo, con una
mermada capacidad de pago de gran parte
de los usuarios?, la respuesta constitucional
es doble. En primer lugar, el artículo 366
señala el camino presupuestal, esto es, a
través de “gasto publico social”, el cual
como ya se advirtió tiene prioridad sobre
cualquier otra asignación. En segundo lugar,
el artículo 368 autoriza la concesión de sub-
sidios en orden a que los usuarios de estra-
tos bajos puedan pagar el servicio11. Estado
y sociedad dejan de ser, así, dos sistemas
autónomos, y por ello la solidaridad en-
cuentra un reflejo incontestable en los dos
preceptos constitucionales citados, como
expresión del “principio de justicia social
distributiva”12.
De allí que una de las maneras como el
Estado cumple su deber constitucional de
asegurar la prestación eficiente de los ser-
vicios públicos (art. 365 C. P.), sea mediante
la concesión parcial de subsidios como tí-
pica discriminación positiva “que se ende-
reza a beneficiar a las personas de menores
recursos”13. Subsecuentemente, el artículo
368 superior se erige en pieza fundamental
del Estado social de derecho, como instru-
mento de materialización del valor superior
de la solidaridad y concreción del principio
de dignidad humana sobre el que se funda
nuestro ordenamiento jurídico.
En cuanto refiere al régimen tarifario, el
criterio de solidaridad previsto en el artícu-
lo 368 de la C. P.14 fue ampliamente desa-
rrollado –desde el punto de vista legal– por
la Ley 142 de 1994, bien a través del factor
aplicado a los usuarios de estratos altos e in-
dustriales y comerciales, ora mediante los
subsidios directos que han de incorporarse
a los respectivos presupuestos, teniendo
como referente la estratificación socioeco-
nómica15, indicador que también se cons-
tituye en expresión de la solidaridad. Uno
y otro mecanismos son manifestación de los
deberes de solidaridad y tienen, por ende,
el propósito de contribuir a la financiación
de las tarifas de los usuarios más pobres. Así,
al señalar los criterios que orientan el régi-
men tarifario el artículo 87.3 de la Ley 142
dispuso que:
por solidaridad y redistribución se entien-
de que al poner en práctica el régimen
tarifario se adoptarán medidas para asignar
recursos a “fondos de solidaridad y
redistribución”, para que los usuarios de los
estratos altos y los usuarios comerciales e
industriales, ayuden a los usuarios de estra-
tos bajos a pagar las tarifas de los servicios




Es importante advertir que la Corte
Constitucional ha entendido que los “fon-
dos de solidaridad y redistribución de in-
gresos” son una excepción autorizada por el
artículo 368 de la C. P. a la categórica pro-
hibición de auxilios contendida en el artí-
culo 355 eiusdem17.
Por manera que los aportes directos de
las entidades territoriales vía presupuesto y
el factor adicional expresado en una factu-
ración mayor vinculado al estrato socioeco-
nómico del usuario, comportan una clara
expresión del principio de solidaridad. Se
trata, pues, de dos fórmulas complementa-
rias que ideó el legislador para lograr, de
manera equitativa, lo que podría denomi-
narse una “solidaridad tarifaria”18.
Sin embargo, la inmensa mayoría de
entidades territoriales están en mora de cons-
tituir los “fondos de solidaridad y redis-
tribución de ingresos” (inc. 2.º art. 89 Ley
142, arts. 78 Ley 715 de 2001 y 4.º Dcto. 565
de 199619) y por ello los subsidios sólo han
visto en la práctica una fuente: los usuarios
de estratos altos e industriales y comercia-
les20 por intermedio de la “contribución de
solidaridad”. Esta omisión de los municipios
en su aporte ha puesto en peligro la viabili-
dad del modelo constitucional y legal de
prestación de los servicios públicos, pues ha
hecho soportar el esquema sólo sobre los
aportes tributarios de determinados estratos
mediante el cobro de un sobreprecio o recar-
go en la tarifa del servicio, cuyo recaudo co-
rresponde a los prestadores vía factura (art.
89 Ley 142)21. No está demás recordar que
desde la exposición de motivos al proyecto
de Ley 197 Senado, a la postre la Ley 142,
se tenía por sentado que:
… El régimen tarifario incluye elementos de
solidaridad y redistribución de ingresos, que
se manifiestan, principalmente, en…el de-
ber de las autoridades de destinar recursos
presupuestales a subsidiar los consumos bá-
sicos de las personas de menores recursos
[…] Tales contribuciones (de solidaridad),
por definición, no implicarán mayores sacri-
ficios a los usuarios, puesto que representan
solo la conversión en tributo lo que algunos
ya pagan por exceso del costo de los servi-
cios que reciben. Esta contribución, además, debe
desaparecer gradualmente, en un período de seis años,
mientras la Nación y las entidades territo-
riales encuentran formas de financiar los
subsidios que tengan impactos menos noci-
vos sobre la asignación eficiente de los re-
cursos en la economía colombiana”22
(destacado fuera de texto original).
La verdad es que esa falta de “voluntad po-
lítica” de las autoridades locales para cum-
plir con el mandato legal de constituir y
poner en funcionamiento los FSRI ha preci-
pitado, en parte, la expedición de sucesivas
reformas legales con el propósito de pospo-
ner la implantación definitiva del nuevo
modelo tarifario y de subsidios previsto en
la Ley 14223.
Conviene observar que  la Sala de Con-
sulta y Servicio Civil del Consejo de Esta-
do, al ocuparse del tema, estimó que:
El artículo 89 de la Ley 142 de 1994, radica
en cabeza de los concejos municipales –y,
por supuesto distritales–, la competencia y
obligación legal de crear los “fondos de solidaridad
y redistribución de ingresos”, con la precisa fina-
lidad de que  por su intermedio se canalicen
los recursos del presupuesto del municipio
–o distrito– que se destinen a subsidiar a los
usuarios de menores ingresos y a ellos se
transfieran, también, los excedentes de las
contribuciones cobradas a los usuarios de
estratos altos, según el servicio de que se
trate, conforme lo  establecido en el artícu-
lo 89.2 de la Ley 142 de 1994. Los recursos
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gal, serán destinados a conceder subsidios
a los usuarios de estratos 1, 2 y 3 en el mu-
nicipio respectivo, en los términos y condi-
ciones establecidos por el legislador”24 (el
resaltado es nuestro).
No debe sorprender, entonces, que la
Superintendencia de Servicios Públicos
Domiciliarios haya recordado a las autori-
dades locales el cumplimiento de este de-
ber legal25 y que se avecine una avalancha
de acciones de constitucionales, especial-
mente de cumplimiento, tenientes a forzar
a las autoridades seccionales a cumplir con
esa obligación legal26. Baste citar, a mane-
ra de ejemplo, el siguiente pronunciamien-
to que tiene un carácter “premonitorio”27:
En consecuencia se advierte que la conforma-
ción del FSRI constituye una obligación pen-
diente de ser cumplida por la autoridad
accionada para lo cual debe adelantar las
gestiones necesarias ante el Concejo Muni-
cipal tendientes a concretar la organización
de dicho Fondo, tal como lo sostiene la ac-
cionada en el escrito de contestación de la
demanda. Sobre este punto no se proferirá
ninguna orden por parte de esta Corporación
toda vez que no fue objeto de la acción de
cumplimiento interpuesta por el accionante.
Además advierte esta Sala que si la consti-
tución de los FSRI ha sido señalada como un
deber de las autoridades municipales y
distritales  más aún constituye una obliga-
ción la implementación de todas las medi-
das necesarias para que dichos Fondos
cumplan los objetivos para los cuales fueron
previstos por el Legislador”28.
CONCLUSIÓN: EL RÉGIMEN
TARIFARIO DEBE CONSULTAR
EL CRITERIO DE SOLIDARIDAD
El numeral 87.7 del artículo 87 de la Ley
142 establecía originalmente que “los crite-
rios de eficiencia y suficiencia financiera
tendrán prioridad en la definición del régi-
men tarifario”. Sin embargo, recientemen-
te la Corte Constitucional expulsó del
ordenamiento este segmento normativo
que sin soporte constitucional relegaba a un
segundo plano el criterio de solidaridad,
pues a su juicio:
La expresión “tendrán prioridad” tiene un
significado jurídico en la medida en que
establece la prevalencia de unos criterios
sobre otros. En efecto, cuando dos o más
criterios de contenido jurídico entran en
conflicto en un caso concreto, éste puede ser
resuelto de diversas maneras por el legisla-
dor. Una de ellas es buscar la armonización
de los criterios enfrentados y otra consisten-
te en darle prioridad a un criterio sobre otro,
por ejemplo. En la norma acusada, el legis-
lador optó por conferirle prioridad a los
criterios de eficiencia económica y suficien-
cia financiera sobre los demás, es decir, so-
bre los criterios de neutralidad, solidaridad,
redistribución, simplicidad y transparencia.
Por ello, una interpretación jurídica de la
primera fase de la norma que se juzga, po-
dría conllevar a la idea de que en caso de
contradicción entre los principios de efi-
ciencia y suficiencia financiera con el de
solidaridad, éste último podría sacrificarse
en aras de asegurar la efectividad de los otros
dos, lo cual pugna con el artículo 367 de la
Constitución que expresamente consagra
que la solidaridad será uno de los crite rios
constitutivos  del régimen tarifario de los
servicios públicos, sin subordinarlo a ningún
otro criterio29.
Finalmente, es importante destacar que la
sentencia en cita al estudiar el procedimien-
to para la adopción y modificación de las




ción efectiva de los usuarios30, al condicio-
nar la exequibilidad del numeral 124.2 de
los artículos 124 y 127 de la Ley 142 con
base en lo dispuesto por el artículo 78 cons-
titucional, conforme al cual el Estado debe
garantizar la participación de las organiza-
ciones de consumidores y usuarios en el
estudio de las disposiciones que les concier-
nen, siempre y cuando dichas organizacio-
nes sean representativas y observen
procedimientos democráticos internos,
para lo cual es preciso que las Comisiones
de Regulación brinden de manera oportu-
na toda la información prevista por la ley
dentro del procedimiento administrativo de
adopción o modificación de la fórmula
tarifaria. Necesaria participación de los in-
teresados en la elaboración de la norma, que
de alguna manera han venido propiciando
los entes reguladores de servicios públicos
al poner en discusión los borradores de ac-
tos administrativos en sus sitios web y en el
diario oficial, como un eco de la publicidad
de proyectos de regulación que exigía el
artículo 60 del Decreto 1122 de 199931, que
de esta suerte incorporaba a nuestro dere-
cho la exigencia de conocer y valorar la
opinión de los sectores afectados antes de
la expedición de las eventuales normas ad-
ministrativas, prevista en la Ley Española de
Procedimiento administrativo del 17 de ju-
lio de 1958 (arts. 129 y ss.) y que estamos
en mora de positivizar de nuevo32.
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